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ASAMBLEA LEGISLATIVA: 
 
Costa Rica mantiene una deuda con las comunidades costeras donde viven miles de 
personas que se dedican a la actividad pesquera. Paralelamente viene 
incrementándose el número de  productores que han incursionado en la acuicultura, 
ya sea continental o marina.  El tratamiento marginal de la pesca y la acuicultura se 
evidencia en la creación de una institución con una enorme debilidad de recursos 
humanos y económicos, pero muchas competencias y responsabilidades, como ha 
sido el caso del Instituto Costarricense de Pesca, el Incopesca. 
 
Se ha estado de espaldas al mar y cuando hemos tenido iniciativas para revertir esta 
realidad, se ha realizado con una visión bidimensional, trasladada de la parte 
continental al mar; cuando el abordaje debió ser tridimensional e integral con 
enfoque ecosistémico.  
 
Se debe tener claridad de lo que significa territorialmente nuevos mares para el país, 
ya que tenemos 564.263 kilómetros cuadrados de territorio marino distribuido entre 
538273 kilómetros cuadrados en el océano Pacífico y 26.000 Kilómetros cuadrados 
en el mar Caribe.  Esto implica que tenemos frontera con Colombia, Ecuador, 
Nicaragua y Panamá, contrario a lo que mayormente percibe la población, para 
quienes limitamos solamente con Nicaragua y Panamá.  
 
Igualmente, contamos con 1228 kilómetros de costas distribuidas en 1016 kilómetros 
de litoral Pacífico y 212 kilómetros de litoral Caribe.  
 
Con base en la encuesta estructural de la pesca artesanal y la acuicultura en 
Centroamérica 2009-2011, realizado por Ospesca, en Costa Rica había un total de 
16411 pescadores y acuicultores; 14800 pescadores de los cuales 13860 
corresponden a hombres y 940 a mujeres que generaban una captura total de 
23.200 toneladas métricas de productos pesqueros. 
 
De estos pescadores, 340 tenían menos de 20 años de edad, 5832 estaban entre 
los 21 y 40 años, 4144 entre los cuarenta y uno y los cincuenta años y 4480 tenían 
más de cincuenta y un años; lo que muestra que a la fecha se tiene una gran 
población de adultos mayores entre los pescadores, misma que además indicaba 
que para 8969 pescadores su núcleo familiar era de más de 8 personas.  Siendo en 
el caso de 9686 pescadores los únicos que trabajaban para su sustento. 
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De los 14800 pescadores, 1154 eran analfabetas y 10849 apenas tenían estudios de 
primaria, ya fueran completos o incompletos.  Los datos que arroja esta encuesta se 
correlacionan con los índices del INEC que indican que en las zonas costeras se 
localizan comunidades con índice de pobreza y pobreza extrema. 
 
La pesca es el motor que mueve la economía en muchas de las comunidades 
costeras del país, por lo que el abordaje del manejo y la ordenación pesquera no 
solo debe obedecer a aspectos de índole técnico y científico sino que también debe 
considerarse aspectos de índole económicos y principalmente sociales, teniendo 
como eje transversal lo ambiental. 
 
En el caso del acuicultor, el perfil es menos preocupante, aunque comparten con los 
pescadores lo relativo a la edad y el nivel de educación.  Para el año 2017 se 
contaba con 1163 acuicultores que produjeron 21323.5 toneladas métricas de 
producto acuícola, principalmente tilapia y camarón en un área de 2302 hectáreas.  
 
En Costa Rica se ha capturado históricamente alrededor de 23.000 toneladas 
métricas de atún y se cuenta con una empresa que industrializa el atún y que genera 
empleo y divisas.  Otros de los benéficos que brinda la pesca al país está referido a 
la pesca deportiva y turística, actividades que tienen un gran arraigo en la población 
tanto a nivel local, como a nivel nacional e internacional, siendo Costa Rica señalada 
como uno de los principales destinos a nivel mundial para llevar a cabo la práctica de 
esta actividad, dadas nuestras condiciones ecosistémicas para albergar especies 
tales como el sábalo, gallo, atunes, róbalos, pez vela, espada, marlins y peces de 
pico en general, entre otros; pero para el desarrollo y promoción de esta importante 
actividad, se hace necesario que se protejan las especies de interés para esta 
pesquería, mediante el uso sostenible de las mismas. 
 
El Instituto de Investigaciones Económicas de la Universidad de Costa Rica en el 
año 2010 realizó con el apoyo de The Billfish Foundation, el estudio denominado “Un 
análisis de la contribución económica de la pesca deportiva y comercial a la 
economía de Costa Rica” y en el cual se concluyó entre otros, que la pesca 
deportiva producía al país aproximadamente de US$599,1 millones (2.13% del PIB 
del año 2008) y que “tomando en consideración una carga tributaria promedio 
generalizada para Costa Rica de un 13%, se podía estimar que la pesca deportiva 
pudo haberle generado al fisco la suma de US$77,8 millones”, para el año del 
período de este estudio.  En términos de empleo, el estudio citado indicó que el 
sector de pesca deportiva contribuyó con 63 mil empleos y el de pesca comercial 
con 57 mil empleos totales.  
 
Es importante señalar que tanto la pesca como la acuicultura generan empleo, 
principalmente rural y divisas para el país, siendo ambas actividades fundamentales 
para la seguridad alimentaria y que los recursos pesqueros constituyen bienes 
demaniales que deben gestionarse de conformidad a lo establecido tanto en la 
Constitución Política como de la normativa vigente. 
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Ante los retos que enfrenta la pesca y la acuicultura provocados por una gestión 
gubernamental descoordinada y con la necesidad de abordar temáticas tales como 
el agotamiento de muchas de las especies objeto de pesca y la degradación y 
perdida de hábitats, la contaminación de las aguas marinas y continentales, los 
impactos del cambio climático, el desarrollo y fomento de la acuicultura, 
principalmente en relación con el cultivo del mar, hacen necesario la toma de 
decisiones de carácter correctivo que permita, al más alto nivel político, cambiar la 
visión parcial y fragmentada que se ha tenido de la pesca y la acuicultura, a afectos 
de que se valore la importancia que tienen estas actividades para el desarrollo del 
país y de las comunidades costeras. 
 
La pesca y la acuicultura constituyen una herramienta que tiene el país y el mundo 
para satisfacer el constate faltante de alimentos de origen proteínico ante el 
crecimiento de la población y los decrecimientos de alimentos.  En el contexto 
internacional resulta fundamental que las negociaciones internacionales y la 
eventual suscripción de tratados en esta materia, sea acompañada por un ministerio 
empoderado, especializado, conocedor de las realidades así como de los escenarios 
futuros en que ha de desarrollarse la explotación de los mares en armonía con los 
esfuerzos internacionales por la conservación y el manejo sustentable.  
 
En tal sentido, se hace necesaria la aprobación del proyecto de ley “Creación del 
Ministerio de Pesca y Acuicultura” con dos viceministerios, uno dedicado a la pesca 
y el otro a la acuicultura y la adecuación de la Ley N.° 8436, Ley de Pesca y de 
Acuicultura, de manera que se ajuste a las necesidades actuales y futuras en 
relación con la gestión integrada y ecosistémica de la pesca y de la acuicultura, su 
responsabilidad de ser amigables con el ambiente y enmarcada dentro de los 
parámetros de una pesca responsable, el ordenamiento robusto de las pesquerías, 
el fomento de una acuicultura sostenible y el cumplimiento de las responsabilidades 
de Estado, de mercado, de bandera y de puerto.  De manera que se hace necesario 
organizar de manera óptima la institucionalidad del país, para adecuarlas a los 
actuales requerimientos funcionales de la pesca y de la acuicultura, razón por la cual 
se hace necesaria la creación del Ministerio de Pesca y Acuicultura como un 
organismo de derecho público con personería jurídica, patrimonio y régimen 
administrativo y financiero propios, con sede en la ciudad de San José, de manera 
que el jerarca de este Ministerio sea el rector y ejecutor de la política de pesca y 
acuicultura y de las acciones derivadas del cargo. 
 
Entre los temas en los que se innova tenemos la creación de un Fondo de cánones y 
licencias, en el que se administrarán los ingresos provenientes de esas modalidades 
de autorizaciones estatales mediante la figura jurídica del fideicomiso, con el 
propósito de disponer de manera ágil, eficiente y con la adecuada supervisión de 
recursos para atender proyectos que involucren a las poblaciones dedicadas a la 
pesca y se les apoye con formación y capacitación para hacer más rentable su 
actividad productiva y los subsiguientes procesos de comercialización.  
 
Aprovechamos para transferir al naciente ministerio una serie de propiedades para 
que faciliten el incremento del patrimonio.  Entre otros, incluimos el terreno que se 
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destinó a la lonja pesquera en el barrio el Carmen de Puntarenas, el terreno de la 
antigua Red de Frío que se le encomendó al Programa Integral de Mercadeo 
Agropecuario en Golfito, los terrenos de las estaciones de investigación en Cañas, 
Guápiles y Tarrazú entre otros.  En especial, otorgamos un nuevo status al auspicio 
de la investigación científica, dejando la tarea al Ministerio el cual podrá, por vía de 
convenios, pactar con las universidades y centros de investigación, el desarrollo de 
los proyectos que mejor respondan a los intereses institucionales y nacionales.  En 
ese aspecto, es notable el cambio realizado en la ley pues deja de estar a expensas 
de las universidades, cuyos aportes no han correspondido con las prioridades de 
Incopesca, situación que no debe repetirse, para canalizar los escasos recursos 
hacia esfuerzos de pesquisa en mayor armonía con las preocupaciones del sector.  
 
El Estado costarricense promueve una acción interinstitucional y multidisciplinaria 
coordinada y planificada, que integra las competencias en materia de pesca y 
acuicultura y que sirve a la gestión integral de estas actividades e incentiva los 
esfuerzos productivos en un entorno de aprovechamiento sostenible, de 
conservación y de seguridad de los espacios marinos, costeros y continentales. 
Estas actividades del Estado y de miles de particulares generan no pocos conflictos. 
Lamentablemente nuestra legislación ha sobredimensionado buena parte de ellos, 
llevándolos a la esfera judicial.  Con la idea de racionalizar el abordaje de esta 
problemática se propone la creación de un Tribunal Administrativo especializado, 
que conozca de estas faltas y conflictos, que no ameritan tratamiento penal y que 
necesitan soluciones céleres y equilibradas, manteniendo la proporcionalidad entre 
los hechos y sus sanciones.  
 
En razón de los antecedentes y justificaciones precedentes someto a sus señorías el 
presente proyecto de ley.  
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LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 
DECRETA: 

 
TRANSFORMACIÓN DEL INSTITUTO COSTARRICENSE DE LA PESCA 

EN EL MINISTERIO DE LA PESCA Y ACUICULTURA 

 
 

CAPÍTULO I 
DISPOSICIONES GENERALES 

 
 

ARTÍCULO 1.- Objeto de la ley 
 
La presente ley tiene por objeto establecer las bases de la organización, 
funcionamiento y facultades conforme a las cuales se regirán las diferentes unidades 
administrativas, así como los órganos que integran el Ministerio de Pesca y 
Acuicultura. 
 
El Instituto Costarricense de la Pesca, en adelante Incopesca, se transformará en 
Ministerio de la Pesca y Acuicultura.  El Ministro será el rector del sector de la Pesca 
y la Acuicultura. 
 
ARTÍCULO 2- Funciones 
 
Serán funciones del Ministerio de Pesca y Acuicultura las siguientes: 
 
a) Formular, planificar y ejecutar las políticas de recursos pesqueros del 
Gobierno de la República, y ejercer la administración de su patrimonio, así dirigir, 
fiscalizar, promover y desarrollar el sector.  
 
b) Velar por la sustentabilidad de la biomasa marina nacional y promover, sobre 
la base de criterios técnicos y científicos, la conservación, el aprovechamiento y el 
uso sostenible del desarrollo de la pesca, la caza marítima, la maricultura, la 
acuicultura y la investigación; regulando el aprovechamiento racional de los recursos 
pesqueros, para lograr mayores rendimientos económicos, en el marco de la 
protección de las especies marinas.  
 
c) Promover y vigilar el cumplimiento de la legislación sobre exploración, el 
aprovechamiento, la protección, distribución, conservación, manejo y el uso racional 
de los recursos pesqueros.  Dará seguimiento a la aplicación de la legislación, para 
regular y evitar la contaminación o sobreexplotación de los recursos marítimos y la 
inocuidad y expansión de la acuicultura, promoviendo la implementación de las 
mejores prácticas en el sector.  Mediante decreto ejecutivo, dictará las normas, 
resoluciones y regulaciones obligatorias, relativas al aprovechamiento de los 
recursos pesqueros y la acuicultura.  
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d) Realizar o contratar y supervisar las investigaciones, las exploraciones 
técnicas y los estudios económicos de los recursos pesqueros y de la población 
dedicada a la actividad.  
 
e) Velar por el abastecimiento del mercado interno de productos marinos y 
acuícolas destinada al consumo humano en los mercados internos y el de materia 
prima para la industria nacional.  Para ello, favorecerá la creación y mantenimiento 
de canales de comercialización domésticos por regiones y administrará los apoyos 
que el Estado asigne al sector.  
 
f) Proponer y aprobar el programa nacional para el desarrollo de la pesca y la 
acuicultura de conformidad con los lineamientos que se establezcan en el Plan 
Nacional de Desarrollo dando audiencia a los sectores interesados. 
 
g) Propiciar, en coordinación con el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto, 
la suscripción de tratados, convenios y acuerdos internacionales en beneficio del 
desarrollo y el conocimiento científico y tecnológico de la actividad pesquera, marina 
y de acuicultura, así como representar al Gobierno de la República en los actos de 
su competencia, de carácter nacional e internacional.  
 
h) Fomentar y desarrollar programas de formación y capacitación de personal 
para toda la cadena de aprovechamiento del recurso pesquero, para lo cual 
coordinará la correspondiente instrucción a cargo del Instituto Nacional de 
Aprendizaje.  
 
i) Emitir opiniones de carácter técnico y científico en todo lo relacionado con la 
flora y la fauna marinas y de acuicultura y decidir sobre la planificación de la 
actividad pesquera, el manejo de las áreas de explotación y aprovechamiento, la 
determinación de vedas, las especies y tamaños cuya captura estará restringida o 
prohibida y otras medidas para la administración de los recursos pesqueros, con 
fundamento en estudios técnicos y científicos, que realizará o auspiciará y divulgará. 
 
j) Controlar la pesca y la caza de especies marinas, en las aguas 
jurisdiccionales, conforme a lo dispuesto en el artículo 6 de la Constitución Política y 
realizar técnicamente, en los períodos correspondientes, inventarios de los recursos 
pesqueros y acuícolas con que cuenta el país en las materias de su competencia y 
de las medidas indispensables para la preservación y desarrollo de las actividades 
pesqueras y acuícolas.  
 
k) Llevar el registro de acuicultores, pescadores, transportistas, recibidores, 
plantas procesadoras, pescaderías y exportadores.  Establecer, extender, suspender 
y cancelar las licencias, los permisos de pesca, caza marina y construcción de 
embarcaciones, así como las licencias y concesiones para la producción en el 
campo de la acuicultura, así como las limitaciones técnicas que se han de imponer a 
estas, para las personas físicas y jurídicas que los soliciten y establecer los montos 
por cobrar por las licencias y cánones. 
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l) Promover la creación de zonas portuarias destinadas a la pesca y a 
actividades conexas, así como el establecimiento de instalaciones acuícolas. 
 
m) Contratar empréstitos internos o externos, destinados a financiar sus 
programas de desarrollo pesquero y de acuicultura, de conformidad con esta ley.  En 
el caso de los empréstitos extranjeros, se requerirá de la aprobación de la Asamblea 
Legislativa.  Los empréstitos que se obtengan deben pasar al Banco Central de 
Costa Rica y manejarse mediante los bancos del Estado. 
 
n) Las demás atribuciones y funciones que le fijen esta ley, su reglamento y el 
ordenamiento jurídico. 
 
ARTÍCULO 3- Titularidad de competencias de esta ley 
 
El Ministerio de Pesca y Acuicultura asumirá las responsabilidades que esta ley le 
asigna.  Las competencias que leyes anteriores les hubiesen asignado a otras 
instituciones del Estado, que se refieran a las materias que esta ley regula, 
incluyendo la representación internacional en las organizaciones que norman, 
estudian o promueven la pesca, corresponderán al Ministerio de Pesca y Acuicultura. 
 
ARTÍCULO 4- Estructura 
 
Para dar cumplimiento a lo establecido en esta ley, el Ministerio de Pesca y 
Acuicultura estará integrado, al menos, por: 
 

 El Ministro de pesca, rector del sector. 

 Dos viceministros. Uno de pesca y otro de acuicultura. 

 La dirección administrativa, financiera y los departamentos. 

 La dirección general de pesca. 

 La dirección general acuícola. 

 Las direcciones regionales en Puntarenas, Guanacaste, Limón, Golfito 
y Zona Norte.  

 
El reglamento de organización y funcionamiento definirá los demás alcances de su 
estructura. 
 
ARTÍCULO 5- Adscripción de otras entidades y preservación de sus fondos 
 
El Ministerio de Pesca y Acuicultura dispondrá en forma directa, de los fondos que 
perciben, respectivamente, con base en los cánones, licencias, permisos y 
autorizaciones, que actualmente otorga el Incopesca con fundamento en la Ley de 
Pesca y Acuicultura, Ley N.° 8436, de 10 de febrero de 2005. 
 
Se traslada la matrícula de las embarcaciones de pesca al Ministerio de Pesca, el 
cual procederá con las inspecciones, autorizará la inscripción, cobrará los montos 
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que correspondan y coordinará el traslado de la información al Registro Nacional, al 
Ministerio de Obras Públicas y Transportes y al Ministerio de Seguridad Pública. 
 
Para la consecución de sus objetivos, el Instituto coordinará actividades con los 
organismos de crédito, de asistencia técnica y de cualquier otra índole, cuyo 
esfuerzo tienda a fomentar el aprovechamiento pesquero, la estabilización de los 
precios, el establecimiento de canales de comercialización y la conservación de 
producto a fin de alcanzar el abastecimiento del mercado nacional y el más alto 
beneficio social.  
 
El uso racional del recurso pesquero y la conservación de las especies, según 
planes quinquenales de manejo, será responsabilidad exclusiva del Ministerio, el 
cual coordinará con universidades, instituciones internacionales y otros organismos 
interesados, la investigación científica que fundamente la toma de decisiones. 
 

CAPÍTULO II 
DEL PATRIMONIO 

 
ARTÍCULO 6- Patrimonio 
 
El patrimonio del Ministerio de Pesca y Acuicultura estará integrado por: 
 
a) Los activos y pasivos del Instituto Costarricense de Pesca y Acuicultura. 
 
b) Los recursos que le sean asignados anualmente conforme a los  
presupuestos ordinario y extraordinarios de la República. 
 
c) Las aportaciones, donativos, adquisiciones, créditos, préstamos y 
cooperaciones técnicas en numerario o en especie, que obtenga de cualquier 
dependencia o entidad gubernamental, los organismos internacionales, los 
pescadores o acuicultores o cualquier persona física o jurídica, ya sea pública o 
privada, nacional o extranjera. 
 
ch) Los ingresos que el Incopesca tenía asignados o percibía  por los servicios 
que proporcionaba, por sus actividades y los que resulten del aprovechamiento de 
sus bienes. 
 
d) El cobro de los permisos y licencias que, para la explotación de recursos 
pesqueros incluidas la asignación de las cuotas de capacidad atunera reconocidas 
por la CIAT (cuotas soberanas), licencias de pesca deportiva o recreativa.  
 
e) Los demás bienes, derechos y obligaciones que adquiera, se le asignen o 
adjudiquen por cualquier título jurídico. 
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ARTÍCULO 7- Traslado de patrimonio al nuevo Ministerio  
 
Todos los recursos financieros patrimonio de Incopesca, los terrenos y vehículos, 
propiedad del Estado o administrados por el Ministerio de Agricultura y Ganadería, 
dedicados a la atención del actividad pesquera, y todo el patrimonio del Instituto 
Costarricense de la Pesca pasarán a ser propiedad y administrados por el Ministerio 
de Pesca y Acuicultura.  Para esos efectos se inventariará el patrimonio trasladado y 
se confeccionará la correspondiente acta de entrega.  
 
Igualmente, el Ministerio de Agricultura y Ganadería y el Instituto Costarricense de la 
Pesca trasladarán al Ministerio de Pesca y Acuicultura, en un plazo no mayor de 
sesenta días a partir de la fecha de vigencia de esta ley, las plazas, los recursos 
financieros, las instalaciones, y los materiales y equipos que pertenezcan a las 
dependencias que por esta ley se traspasan.  
 
ARTÍCULO 8- Del traspaso de instalaciones al Ministerio de Pesca y 
Acuicultura 
 
Se autoriza el traspaso, a favor del Ministerio de Pesca y Acuicultura de las oficinas 
centrales y edificio anexo en barrio El Cocal de Puntarenas, Área de Cobros y Área 
de Muelle en la Terminal Pesquera de barrio El Carmen de Puntarenas, oficinas 
regionales de Golfito y Quepos y terminal pesquera de Cuajiniquil, en el cantón de 
La Cruz de Guanacaste, todos en administración del Incopesca.  El Catastro 
Nacional elaborará, a solicitud del Ministerio de Pesca y Acuicultura los planos 
necesarios para la inscripción de los inmuebles cuando corresponda.  
 
ARTÍCULO 9- Traslado de terreno en barrio el Carmen para la lonja pesquera  
 
Autorízase al Programa Integral de Mercadeo Agropecuario (PIMA) cédula jurídica 3-
007-045942 para que, a título de donación, traspase al Instituto de Pesca y 
Acuicultura (Incopesca), cédula jurídica 4-000-153-004 el terreno ubicado en el 
barrio El Carmen de Puntarenas, inscrito en el Registro Público de la Propiedad en el 
partido de Puntarenas bajo folio real número 157334 -000.  El inmueble 
correspondiente al folio real 157334-000 se describe de la siguiente manera:  es un 
terreno destinado a la construcción de la lonja pesquera y actividades conexas; mide 
seis mil trescientos noventa metros con ochenta y ocho decímetros cuadrados y 
colinda al norte con calle pública, con diez metros, con Incopesca y Coopeimpesa; al 
sur, con calle pública de diez metros y con la Capitanía de Puerto; al este, con calle 
pública diecinueve de catorce metros y la Capitanía de Puerto y, al oeste, con la 
calle pública veintiuno de catorce metros. 
 
ARTÍCULO 10- Catastro e inscripción del terreno para la lonja pesquera 
 
Se autoriza al Catastro Nacional para que levante, confeccione y catastre el 
correspondiente plano del inmueble descrito en el artículo 17 de esta ley, a nombre 
del Instituto Costarricense de Pesca Acuicultura (Incopesca), cédula jurídica 4-000-
153004.  Una vez catastrado y visado el plano a que se refiere este artículo, la 
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Notaría del Estado procederá a confeccionar la escritura de traspaso, a título de 
donación, al Programa Integral de Mercadeo Agropecuario (PIMA), cédula jurídica 3-
007-045942. 
 
ARTÍCULO 11- Traslado de terreno en Golfito  
 
Autorízase al Estado para que done al Instituto Nacional de Investigaciones 
Pesqueras y Acuícolas, el lote de la provincia de Puntarenas número 137111 -000 
de conformidad con el plano de catastro número P-65829-87, todo lo anterior por 
medio de la Notaria del Estado. 
 

CAPÍTULO III 
DEL PERSONAL 

 
ARTÍCULO12- Derechos adquiridos 
 
Los funcionarios y empleados que, en virtud de esta ley, se trasladen a prestar sus 
servicios al Ministerio de Pesca y Acuicultura conservarán todos los derechos 
adquiridos en su relación de servicio. 
 
ARTÍCULO 13- Personal asignado por inopia 
 
Las instituciones del sector de Pesca y Acuicultura, conforme la definición que haga 
el Ministerio de Planificación Nacional, podrán asignarle, en caso de inopia, al 
Ministerio de Pesca y Acuicultura personal calificado y equipo indispensable para el 
cumplimiento de las funciones encomendadas por esta ley.  Lo anterior previa 
autorización del convenio respectivo por parte de la Contraloría General de la 
República. 
 
ARTÍCULO 14- Órganos de apoyo y asesores 
 
Para el cumplimiento de sus funciones, el Ministerio tendrá a su disposición los 
órganos necesarios de alta dirección, planificación, control y evaluación, enmarcados 
claramente en las áreas y funciones indicadas en la esta ley, así como aquellos 
órganos asesores que señalen las leyes y reglamentos.  
 
ARTÍCULO 15- De los inspectores 
 
El Ministerio de Pesca y Acuicultura, en su calidad de ministro sectorial y de rector 
de la actividad pesquera, contará con un cuerpo de inspectores, que será un 
organismo de vigilancia, control, represión, consulta e información.  Tendrá rango de 
autoridad policial dentro de su ámbito de competencia y deberá fiscalizar que la 
actividad pesquera esté cubierta por las correspondientes licencias de pesca 
comercial, atunera, deportiva o turística y de observación de cetáceos y se atenga a 
la estacionalidad, cuota, espacio físico o cualquier otra condición de ejercicio de la 
actividad establecida junto al acto de otorgamiento de dichas licencias o establecido 
por circunstancias sobrevinientes. 
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CAPÍTULO IV 
DEFINICIÓN POLÍTICA Y PRODUCCIÓN DE INSUMOS 

 
 
ARTÍCULO 16- Política nacional del sector 
 
El Ministerio de Pesca y Acuicultura elaborará, mediante una amplia consulta con los 
sectores dedicados al aprovechamiento de los recursos hidrobiológicos de las zonas 
marinas, de los empresarios acuícolas  y de los sectores dedicados a la protección y 
preservación sostenible de los recursos pesqueros, la política nacional para la 
actividad pesquera y acuícola.  
 
ARTÍCULO 17- Del Consejo de Planificación Sectorial 
 
Créase el Consejo de Planificación Sectorial de Pesca y Acuicultura para la 
elaboración de políticas de medio y largo plazo que armonicen la gestión 
administrativa con las necesidades de desarrollo del sector y las políticas de gestión 
responsable y sostenible del recurso pesquero y la asignación de recursos 
disponibles según las prioridades establecidas.  
 
Nombrado por decreto, estará integrado por el ministro de Pesca y Acuicultura, el 
director del Instituto Nacional de Investigaciones Pesqueras y Acuícolas, un 
representante del sector cooperativo pesquero, un representante de cada uno de los 
grupos de pescadores, poseedores de los diferentes tipos de licencias de pesca un 
representante de cada uno de los grupos de poseedores de licencias de pesca 
artesanal, para embarcaciones medianas, avanzadas y  semi industriales, pesca 
deportiva, un representante del sector acuícola y un representante de las 
organizaciones dedicadas a la protección ambiental. 
 
La elección de los integrantes y el funcionamiento del Consejo estarán sujetos a lo 
que disponga el respectivo reglamento.  
 
ARTÍCULO 18- Del Instituto Nacional de Investigaciones Pesqueras y Acuícolas 
 
Créase el Instituto Nacional de Investigaciones Pesqueras y Acuícolas.  Este 
Instituto trabajará en coordinación con las universidades del país y con otros 
institutos, organizaciones no gubernamentales, organismos internacionales, 
gobiernos de otros países o entidades interesadas en el desarrollo de investigación 
científica o tecnológica que ayude a la exploración y explotación de la actividad 
pesquera en el marco de la sostenibilidad del recurso. 
 
Entre sus funciones tendrá el desarrollo de un sistema de cuantificación del recurso 
pesquero, por especies, por área de extracción y de monitoreo de flujos y 
desplazamientos estacionales, la construcción de bases de datos sobre las 
poblaciones de pescadores y sus familias y el conocimiento de la situación 
socioeconómica de esas poblaciones. 
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Administrará los recursos provenientes de la Ley N.° 8436, incisos a) y c) y 
adjudicará los fondos por concurso de los proyectos de investigación que se 
consideren prioritarios, así como la Estación Acuícola Los Diamantes en La Rita de 
Guápiles y la Estación Truchícola Ojo de Agua en Santa María de Dota.  Además, 
será responsable en representación del Ministerio, de la administración de la 
Estación Experimental Enrique Jiménez Muñoz, en Cañas Guanacaste, todas las 
cuales quedan adscritas al Ministerio de Pesca y Acuicultura. 
 

CAPÍTULO V 
DEL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE PESCA 

 
ARTÍCULO 19- Creación del Tribunal Administrativo de Pesca y Acuicultura 
 
Se crea un Tribunal Administrativo de Pesca y Acuicultura, con sede en San José y 
competencia en todo el territorio nacional, como órgano de desconcentración 
máxima, adscrito al Ministerio de Pesca y Acuicultura, con competencia exclusiva e 
independencia funcional en el desempeño de sus atribuciones.  Sus fallos serán 
irrecurribles, agotan la vía administrativa y serán de acatamiento estricto y 
obligatorio. 
 
ARTÍCULO 20- Integración del Tribunal 
 
El Tribunal Administrativo de Pesca y Acuicultura estará integrado por tres miembros 
propietarios y tres suplentes, por un período de seis años.  Serán juramentados por 
el Ministro rector. 
 
ARTÍCULO 21- Requisitos de los miembros del Tribunal 
 
Para ser miembro del Tribunal Administrativo de Pesca y Acuicultura, se requiere ser 
profesional con experiencia en regulación de la actividad pesquera.  Dos miembros 
propietarios y sus respectivos suplentes, deberán ser abogados. 
 
Los miembros deben ser personas que, en razón  de sus antecedentes, títulos 
profesionales y reconocida competencia en la materia, sean garantía de 
imparcialidad y acierto en el desempeño de sus funciones.  Cada tres años, este 
Tribunal elegirá de su seno un presidente, un vicepresidente y un secretario.  El 
reglamento interno regulará su reposición por parte de los suplentes. 
 
ARTÍCULO 22- Principios procesales 
 
El Tribunal deberá actuar siguiendo los principios de oralidad, oficialidad, celeridad e 
inmediación de la prueba.  Deberá ajustar su actuación al procedimiento y las 
normas de funcionamiento establecidos en el Libro Segundo, capítulo "Del 
Procedimiento Ordinario", de la Ley General de la Administración Pública.  
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ARTÍCULO 23- Contenido de la denuncia 
 
La denuncia podrá presentarse por cualquier medio de comunicación, incluso oral.  
Cuando no sea escrita, deberá ratificarse durante los siguientes ocho días naturales 
y deberá contener: 
 
a) El nombre y el domicilio del denunciante y del denunciado, si se conoce. 
b) Los hechos o los actos realizados contrarios a la legislación o la normativa 

administrativa. 
c) Pruebas, si existen. 
d) Indicación del lugar para notificaciones. 
 
ARTÍCULO 24- Procedimiento del Tribunal 
 
Al recibir la denuncia, el Tribunal identificará al denunciante y siempre oirá a la 
persona a quien pueda afectar el resultado de la denuncia, salvo si la gravedad del 
hecho denunciado amerita tomar medidas cautelares.  Posteriormente, podrá 
notificar el resultado. 
 
El Tribunal recabará la prueba necesaria para averiguar la verdad real de los hechos 
denunciados. 
 
Las partes o sus representantes y sus abogados, tendrán acceso a las actuaciones 
relativas a la denuncia tramitada ante el Tribunal, inclusive a las actas donde consta 
la investigación de las infracciones.  Podrán consultarlas el expediente y la prueba 
sin más exigencia que la justificación de su identidad o personería. 
 

ARTÍCULO 25- Asesoramiento al Tribunal 
 
El Tribunal tiene la obligación de asesorarse, cuando el caso planteado lo amerite, 
por cualquier organismo, nacional e internacional o por personas físicas o jurídicas. 
 
ARTÍCULO 26- Celeridad del trámite 
 
El Tribunal deberá impulsar de oficio el procedimiento y tramitar los asuntos de su 
competencia con la rapidez requerida por la situación.  El trámite no estará sujeto a 
ninguna formalidad. 
 
El fallo deberá dictarse en un término no mayor de treinta días; en casos especiales, 
el plazo podrá ampliarse hasta por treinta días más. 
 
La administración tendrá la obligación de dar respuesta en un plazo máximo de tres 
días. Atendiendo a la complejidad, el Tribunal podrá, a solicitud de parte, ampliar el 
plazo hasta por diez días. 
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ARTÍCULO 27- Competencia del Tribunal 
 
El Tribunal Administrativo será competente para: 
 
a) Conocer y resolver, en sede administrativa, las denuncias establecidas contra 
todas las personas, públicas o privadas, por violaciones  a la normativa que regula la 
actividad de pesca y acuicultura. 
b) Conocer, tramitar y resolver, de oficio o a instancia de parte, las denuncias 
referentes a comportamientos activos u omisos que violen o amenacen violar las 
normas que regulan la actividad de pesca y acuicultura. 
c) Establecer, en vía administrativa, las indemnizaciones que puedan  originarse 
en relación con los daños producidos por violaciones constatadas.  
 
ARTÍCULO 28- Plazo para el traslado de una denuncia 
 
Cuando se presente una denuncia ante una autoridad que no sea el Tribunal, esta 
deberá remitirla al Tribunal para trámite en un término no mayor de tres días. 
 

CAPÍTULO VI 
REFORMAS DE OTRAS LEYES 

 
ARTÍCULO 29- Reforma de la Ley General de Administración Pública, N.° 6227 
 
Agrégase un inciso o) al artículo 23 de la Ley General de la Administración Pública, 
N.° 6227, de 2 de mayo de 1978 y sus reformas, para que digan así:  
 
Artículo 23- 
 
o) Pesca y acuicultura. 
 
ARTÍCULO 30- Modificaciones de la Ley de Sistema de Banca para el 
Desarrollo, Ley N.º 8634  
 
Refórmase los artículos 7, párrafo primero, 28 párrafo primero, 36 y agréguese un 
transitorio XI a la presente ley, que se leerán de la siguiente manera: 
 
Artículo 7- Sectores prioritarios  
 
Tendrán tratamiento prioritario y preferencial, los proyectos viables y factibles 
promovidos por las micro, pequeñas y medianas unidades productivas impulsadas 
por mujeres, minorías étnicas, personas con discapacidad, jóvenes emprendedores, 
asociaciones de desarrollo, cooperativas, pescadores y acuicultores, así como los 
proyectos que se ajusten a los parámetros de esta ley, promovidos en zonas de 
menor desarrollo relativo. 
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Artículo 28- Operatividad de los servicios no financieros  
 
El Consejo Rector integrará la Comisión Técnica Interinstitucional de Servicios no 
Financieros y de Desarrollo Empresarial, la cual estará conformada por 
representantes técnicos designados por las siguientes entidades:  Ministerio de 
Agricultura y Ganadería (MAG), el Ministerio de Pesca y Acuicultura, el Ministerio 
de Economía, Industria y Comercio (MEIC), el Ministerio de Ciencia y Tecnología 
(Micit), el Consejo Nacional de Producción (CNP), el Instituto Costarricense de 
Turismo (ICT), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), el Instituto Nacional de las 
Mujeres (Inamu), la Promotora de Comercio Exterior (Procomer) y el viceministro de 
Juventud, así como otras entidades públicas que el Consejo Rector considere 
pertinente incorporar.  Esta Comisión nombrará, de su seno, a una persona 
coordinadora general. 
 
Artículo 36- Destino de los recursos para determinados proyectos  
 
Del financiamiento total que otorgue el SBD, al menos el cuarenta por ciento (40%) 
se destinará a proyectos agropecuarios, pesqueros, acuícolas, agroindustriales o 
comerciales asociados, excepto si no hay demanda por tales recursos.  El Consejo 
Rector revisará, una vez al año, la colocación de los recursos y los distribuirá de 
acuerdo con la demanda.  Dicho financiamiento se concederá tomando en cuenta 
los requerimientos de cada proyecto. 
 
Transitorio XI- De los recursos destinados específicamente, en el artículo 36, 
una quinta parte se destinará a la actividad pesquera en proyectos asociativos o 
cooperativos por un plazo de diez años.  El tres por ciento de ese monto se 
destinará a financiar una alianza estratégica con el Instituto de Fomento Cooperativo 
para desarrollar programas de incubadoras de empresas.  
 
Tendrán una especial atención, en la formulación de proyectos y en las distintas 
etapas de desarrollo de la actividad pesquera y acuícola, tanto en la etapa 
productiva como en la comercialización, en particular para sectores prioritarios, 
promovidos en zonas de menor desarrollo relativo, según lo establece el artículo 7° 
de esta ley. 
 
ARTÍCULO 31- Reformas  a  la  Ley  de  Fomento  y  Desarrollo  Agropecuario, 
N.° 7064 
 
Se modifican los artículos 2, 30 y 49 de la Ley de Fomento y Desarrollo 
Agropecuario, N.° 7064, de 29 de abril de 1987, para eliminar toda referencia a los 
recursos pesqueros naturales renovables, materia que pasa a ser competencia del 
Ministerio de Pesca y Acuicultura, de la siguiente manera: 
 
Artículo 2- Esta ley comprende las actividades agrícolas, pecuarias, apícolas, 
avícolas, así como las que realizan las empresas de servicio en la agricultura 
mecanizada. 
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Artículo 30- El sector agropecuario estará constituido por todas las entidades o 
programas que realizan actividades en áreas específicas de la agricultura y la 
ganadería, tales como investigación, transferencia de tecnología, capacitación de 
productores y funcionarios, producción, certificación y distribución de insumos; 
financiamiento y crédito; transformación de productos agropecuarios; precios y 
comercialización; sanidad animal y vegetal; riego y avenamiento; titulación, 
colonización y otras acciones orientadas al ordenamiento y distribución de tierras, 
seguros, empleo y desarrollo rural; educación, ingeniería agropecuaria y otras 
actividades similares. 
 
Artículo 49- Para el cumplimiento de sus funciones sustantivas, las áreas de 
competencia del Ministerio de Agricultura y Ganadería son las siguientes: 
Investigación agropecuaria.  Extensión agropecuaria.  Regulación, racionalización y 
apoyo al desarrollo de los subsectores agrícola, pecuario, mediante el 
establecimiento de controles, registros y programas de regionalización y zonificación. 
 
ARTÍCULO 32- Reforma del artículo 2 de la Ley sobre el  Impuesto Territorial, 
N.º 27, de 2 de marzo de 1939 
 
Se reforma el artículo 2 de la Ley sobre el Impuesto Territorial, N.º 27, de 2 de marzo 
de 1939 y sus reformas, el cual dirá así:  
 
Artículo 2- Están sujetos a este impuesto los terrenos y las instalaciones o 
construcciones fijas y permanentes que en ellos existan.  Asimismo, el valor de todas 
las maquinarias y demás muebles que formen parte de un inmueble, por ser 
necesarios para la explotación del negocio a que están destinados, deberá tomarse 
en cuenta junto con el del inmueble propiamente dicho, aunque tales maquinarias o 
muebles puedan fácilmente separarse del inmueble.  Lo dispuesto en este párrafo 
no se aplicará a las empresas agropecuarias,  agroindustriales,  pesqueras o 
acuícolas.  Para efectos de esta ley, entiéndase por empresa agropecuaria, 
agroindustrial, pesquera o acuícola la constituida por personas físicas cuya actividad 
principal sea la agropecuaria, agroindustrial, pesquera o acuícola, y la constituida 
por personas jurídicas que tengan actividades agropecuarias, agroindustriales, 
pesqueras o acuícolas.  Estas últimas solo se podrán beneficiar con lo dispuesto en 
esta ley en lo que se refiere a esas actividades. 
 
No se aplicará esta disposición a aquellas empresas, tanto de personas físicas como 
jurídicas, que tengan terrenos ociosos o baldíos, excepto los que no sean de aptitud 
agrícola, o que sean reservas forestales o biológicas. 
 
ARTÍCULO 33- Reforma de los artículos 51 y 52 de la Ley de Pesca y 
Acuicultura, Ley N.° 8436, de 10 de febrero del 2005 
 
Se reforman los artículos 51 y 52 de la Ley de Pesca y Acuicultura, Ley N.° 8436, de 
10 de febrero de 2005, para que se lea de la siguiente manera: 
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Artículo 51- Distribución de cánones por concepto de registro y licencia de barcos 
atuneros 
 
Del producto que se obtenga por los cánones por concepto de registro y licencia de 
pesca de los barcos atuneros con bandera extranjera, así como de las multas y los 
comisos generados por la pesca que realicen esos barcos en aguas de jurisdicción 
costarricense, le corresponderá: 
 
a) Un diez por ciento (10%) para financiar la investigación sobre el recurso 
pesquero en aguas nacionales y las redes de comercialización. 
b) Un diez por ciento (10%) para el establecimiento, el desarrollo y la protección 
de un sistema de reservas científicas, marinas y terrestres en el Golfo de Nicoya y 
las zonas adyacentes. 
c) Un diez por ciento (10%) para financiar programas de investigación sobre la 
actividad acuícola, incluida la incubación de proyectos, uso de técnicas y tecnología 
y los sistemas de comercialización en las diversas zonas del país. 
d) Un diez por ciento (10%) para financiar el patrullaje conjunto con el Servicio 
Nacional de Guardacostas. 
e) Un sesenta por ciento (60%) para el programa de comercialización de 
productos marinos. 
 
Artículo 52- Constitución del Fondo Especial para el Programa de Comercialización 
de Productos Marinos 
 
Los dineros obtenidos por las licencias, salvo lo dispuesto en el artículo anterior, las 
multas y los comisos a favor del Ministerio de Pesca y Acuicultura previsto en la 
presente ley, constituirán un fondo especial administrado por este Ministerio para la 
comercialización de productos marinos.  Con dicho Fondo se financiará entre otros, 
la vinculación del sector al Programa Institucional de Alimentos, la distribución y 
almacenamiento de producto fresco y el establecimiento de puntos de 
comercialización final a lo largo del territorio nacional en convenio con las 
cooperativas del sector. 
 
Luego de diez años, el Fondo será evaluado por el Ministerio, pudiendo variarse el 
destino de estos recursos según los resultados y las prioridades institucionales. 
 
La Contraloría General de la República fiscalizará el manejo de los fondos y 
aprobará los programas plurianuales de inversión. 
 
ARTÍCULO 34- Adición de un artículo 83 bis a la Ley sobre estupefacientes, 
sustancias psicotrópicas, drogas de uso no autorizado, actividades conexas, 
legitimación de capitales y financiamiento al terrorismo, Ley N.° 7786 de 30 de abril 
de 1998 
 
Se agrega un artículo 83 bis a la Ley sobre Estupefacientes, Sustancias 
Psicotrópicas, Drogas de Uso No Autorizado, Actividades Conexas, Legitimación de 
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Capitales y Financiamiento al Terrorismo (Ley N.° 7786, de 30 de abril de 1998), 
para que se lea como sigue: 
 
Artículo 83 bis- Las embarcaciones de pesca y equipos de transporte marítimo 
decomisadas por actividades relacionadas con el narcotráfico serán entregadas en 
custodia al Ministerio de Pesca y Acuicultura.  Una vez fijado el comiso a favor del 
Estado, dicho Ministerio procederá a donarlo entre las asociaciones, cooperativas y 
organizaciones de pescadores, para que pueda continuar utilizándose en la actividad 
pesquera.  En caso de inopia, procederá a asignar los bienes entre los solicitantes 
particulares dedicados a la pesca o  a subastarlos.   
 
Los bienes indicados en esta norma quedan excluidos de los alcances del artículo 
84 de esta ley. 
 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
 

TRANSITORIO I- Los titulares de concesiones, permisos y autorizaciones 
otorgados con anterioridad a la expedición de esta Ley, no serán afectados a su 
entrada en vigor en los derechos y obligaciones consignados en los mismos.  En 
particular se tiene por sustituido el Incopesca en el Convenio Incopesca-UTN, con la 
Universidad Técnica Nacional sobre las instalaciones de la Estación Enrique 
Jiménez Núñez en Cañas, Guanacaste en el marco de la Carta de Entendimiento 
para la administración de los terrenos de la estación acuícola, con el fin de buscar el 
mejoramiento de la producción acuícola, fortalecer los programas en el campo de la 
investigación, capacitación, docencia, desarrollo, acción social y transferencia 
tecnológica. 
 
TRANSITORIO II- Las erogaciones que se generen por la entrada en vigor de esta 
ley deben cubrirse con cargo al presupuesto general de la República.  Los recursos 
disponibles en Incopesca en el ejercicio fiscal correspondiente y aquellas 
modificaciones que se lleven a cabo para adaptar su estructura a los requerimientos 
del nuevo Ministerio, deberán realizarse mediante movimientos compensados que 
no impliquen aumento en el presupuesto de servicios personales aprobado para el 
presente ejercicio fiscal. 
 
TRANSITORIO III- Se autoriza el traslado de dos plazas por Ministerio o institución 
autónoma, hasta un total de veinticinco plazas, las cuales quedarán, por un período 
de veinticuatro meses a cargo del ente donde se desempeñaba el funcionario, 
mientras el nuevo Ministerio se dota del presupuesto y los requerimientos necesarios 
para la óptima prestación del servicio.  Después de ese plazo pasarán a ser 
considerados presupuestariamente como plazas a cargo del nuevo Ministerio.  
 
TRANSITORIO IV- Los integrantes de la Junta Directiva de Incopesca continuarán 
en sus cargos durante seis meses luego de la promulgación de esta ley.  Durante 
ese lapso de tiempo tomará los acuerdos necesarios para garantizar el tránsito de 
funcionarios y patrimonio a favor del Ministerio de Pesca y Acuicultura y elaborará 
los informes, inventarios y demás providencias necesarias de su gestión. 
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Esta ley rige a partir de su publicación.  
 

 
 
 
 

Franggie Nicolás Solano 
Diputada 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

30 de noviembre de 2018 
 
 
NOTAS: Este proyecto pasó a estudio e informe de la Comisión Permanente 

Especial de Ambiente. 
 

Este proyecto cumplió el trámite de revisión de errores formales, 
materiales e idiomáticos en el Departamento de Servicios 
Parlamentarios. 


